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El campo de la salud mental y en particular las problemáticas vinculadas al consumo de sustancias, vienen demandando desde hace decenios una actualización de miradas, sentidos y perspectivas. De alguna manera este proceso se está dando en la actualidad, y asistimos a una tensión entre un paradigma en retroceso (pero con pleno arraigo en algunos espacios) y otro que se fundamenta en la perspectiva de derechos, (tan avalado por algunos sectores como resistido en otros). 

El advenimiento de nuevos marcos legales (Ley Nacional 26.657 de Derecho a la Protección de la Salud Mental, Ley Provincial 9848 de Protección de la Salud Mental, Ley 26.529 de Derechos del Paciente en su Relación con los Profesionales e Instituciones de la Salud, y en torno a la situación de la infancia las leyes de Promoción y Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes Ley Provincial 9944 y Ley Nacional de Infancia 26.061) generan y propician condiciones novedosas para la apropiación de derechos y el empoderamiento de sectores, hasta el momento “marginados entre los marginados”. 

No es casualidad que dichas normas hagan un énfasis fundamental en el enunciado de aquellos derechos básicos que asisten a las personas aquejadas por problemáticas de salud mental (Cap. 4, artículo 7 “Derechos de las personas con padecimiento mental” Ley 26.657, Cap. 1, artículo 2º “Derechos del paciente en su relación con los profesionales e instituciones de la salud” Ley 26.529, Cap. 3, artículo 1 “Derechos de los usuarios del sistema de salud mental” Ley 9848).

No es casualidad que en dicho articulado encontremos referencias a reivindicaciones básicas y primarias para el ámbito de la salud, para el ejercicio de los derechos. Un jurista argentino, muy reconocido en el campo de la infancia señalaba: “¿Por qué creen ustedes que han sido enunciados principios tan elementales en la Convención Internacional de los Derechos del Niño como el derecho a la educación, a la salud, al esparcimiento?...”

Los discursos hegemónicos construidos sobre la figura de quien sufre de padecimientos mentales subjetivos se han erigido y han fundamentado posicionamientos políticos, institucionales y de sentido común que han dado lugar a intervenciones concretas en este campo. Las figuras del “loco” y del “drogadicto” circulan en el imaginario popular y en nuestras representaciones sociales cargadas de connotaciones negativas, estigmatizantes, discriminatorias. Tanto para uno como para el otro han sido asignadas las condiciones de “incapacidad”, “peligrosidad” y “cronicidad” entre otras etiquetas que han limitado sus posibilidades y derechos.

De todas formas, en torno a la figura del “adicto” se han condensado una serie aun mayor (desde mi punto de vista) de representaciones de mucho peso que, aun en este marco de reforma de la lógica en salud mental, se mantienen densamente naturalizadas y cuasi “indemnes” de cualquier intento de revisión crítica y recomposición.

Históricamente, la consideración sobre la figura del “adicto”, o el “toxicómano”, ha sido dada en torno a cierta composición heterogénea, a una entelequia (ambigua y poco definida como tal) que ha albergado múltiples caracterizaciones y definiciones, desprovistas todas de rigor científico. Sumadas a las anteriormente mencionadas de peligroso, incapaz y crónico debemos sumarle las de “manipulador”, “mentiroso”, “desprovisto de voz”, “sin carácter”, “esclavo de…” etc. En torno a esta construcción de sujeto se han erigido también conceptualizaciones sobre la sustancia (“el concepto monolítico de droga”, “el concepto animista de la droga”) y sobre la relación sujeto/droga (“mito de la toxicomanía espontánea”), entre otros.
Así también, esta construcción de la figura del “drogadicto” ha sido atravesada por caracterizaciones de género (“masculinización del adicto” y desconocimiento de las variables de los consumos problemáticos de drogas en mujeres), de generación (asignación casi exclusiva de la problemática a un sector etáreo en particular: los jóvenes) y de clase (mayor difusión del estereotipo adicto/pobre).

En torno a estas concepciones interiorizadas en nuestra cultura, podemos reconocer cientos de frases acuñadas y arraigadas en nuestros discursos: “la droga mata”, “consumió una vez y se hizo adicto”, “los zombis del paco”, “los esclavos de las drogas” y la preferidas de nuestros referentes gubernamentales: “el flagelo de las drogas”. Estas frases remiten a dichas representaciones y “re-construyen” al sujeto “adicto”. Esta reconstrucción alcanza momentos de mayor materialidad, por ejemplo en la caracterización “joven-pobre-delincuente-adicto”, estereotipo dominante que tanto impregna nuestra cotidianeidad.

En este sentido, considero que la figura del “drogadicto” ha sufrido una escisión del campo de representaciones de la salud propiamente dicho y se ha reconfigurado en un campo propio en donde confluyen miradas que provienen de distintos ámbitos y sectores.

En este sentido creo que ha sido una desventaja histórica, para quien padece de problemas por consumo de drogas, sobrellevar y habitar este espacio tan particular, así determinado. En primera instancia sobre la figura de la ilegalidad y la delincuencia implícita al hecho del consumo (legado de nuestra ley de estupefacientes 23.737) y en segundo lugar en torno a este constructo anteriormente descripto, tan atravesado por distintas connotaciones (todas ellas negativas).

Creo entonces, tampoco sea una casualidad, sino de una intencionalidad plena que el Artículo 4° del primer capítulo de la mencionada Ley Nacional de Salud Mental plantee lo siguiente: “…Las adicciones deben ser abordadas como parte integrante de las políticas de salud mental. Las personas con uso problemático de drogas, legales e ilegales, tienen todos los derechos y garantías que se establecen en la presente ley en su relación con los servicios de salud…”

De nuevo, parece que fue necesario plantear y explicitar lo evidente en el marco de una ley para intentar ordenar aquello que en el plano de lo cotidiano no se expresa, no se evidencia. Quizá una revisión más exhaustiva de estas contradicciones sirva para referenciar el lugar que encuentran actualmente las prácticas asistenciales vinculadas al consumo de sustancias, las representaciones que las sustentan, y el lugar asignado al sujeto que demanda ayuda.

Para visibilizar esta situación haré referencia a dos postulados (de seguro podrían ser muchos más) de la Ley Nacional de Salud Mental que dejan en evidencia situaciones de avasallamiento de derechos que frecuentemente podemos visualizar en las prácticas asistenciales en torno a los consumo problemáticos de drogas (tanto en el ámbito público como en el privado).

En torno al resguardo de los derechos de las personas asistidas por consumo de drogas.

Artículo 7 inciso C: “Derecho a recibir una atención basada en fundamentos científicos ajustados a principios éticos”.

Ante la vigencia de dicho principio: ¿Cómo podrían fundamentarse entones intervenciones basadas en la premisa de premio/castigo?, ¿cómo se pudiera explicar la reprimenda verbal ante la aparición de una recaída en el consumo?, ¿cómo podría explicarse la utilización del recurso farmacológico como castigo de esa conducta?, ¿cómo podrían sostenerse expresiones de coerción ante el intento de abandono de tratamiento?, ¿la limitación al contacto con familiares?, etc. 

En relación a las internaciones (voluntarias e involuntarias) de las personas con problemas de consumo de drogas.

Artículo 14: “…La internación es considerada como un recurso terapéutico de carácter restrictivo, y sólo puede llevarse a cabo cuando aporte mayores beneficios terapéuticos que el resto de las intervenciones realizables en su entorno familiar, comunitario o social. Debe promoverse el mantenimiento de vínculos, contactos y comunicación de las personas internadas con sus familiares, allegados y con el entorno laboral y social…” ARTICULO 15: “… La internación debe ser lo más breve posible, en función de criterios terapéuticos interdisciplinarios…” ARTICULO 20: “… La internación involuntaria de una persona debe concebirse como recurso terapéutico excepcional en caso de que no sean posibles los abordajes ambulatorios, y sólo podrá realizarse cuando a criterio del equipo de salud mediare situación de riesgo cierto e inminente para sí o para terceros…”

Frente a la vigencia de dichos artículos: ¿cómo pueden fundamentarse internaciones prolongadas, por no decir increíblemente prolongadas (hasta dos años o más) de personas con problemas de consumo de drogas?, ¿cómo puede fundamentarse la internación involuntaria de personas que no se encuentran en situaciones de riesgo cierto e inminente a causa del consumo?, ¿cómo pueden fundamentarse que dicha intervención (la internación) no cese cuando cese dicho cuadro (el de riesgo cierto)?, ¿cómo podría argumentarse que en muchos casos la alternativa de internación (aun en el caso de niños, niñas y a adolescentes) es la primera alternativa terapéutica y no la última?

Evidentemente estas preguntas deberían interpelarnos a todos quienes tenemos responsabilidades en el ámbito de la salud mental y de los consumos problemáticos de drogas en particular, la falta de adecuación a la norma en este y otros campos de la salud se impone como una situación que debe ser revisada, interpretada y modificada en lo inmediato. 

Una primera premisa para impulsar dicho cambio es la del reconocimiento, en todos los estamentos, de las problemáticas vinculadas al consumo de drogas como un problema de salud mental. Es necesario a partir de allí, deconstruir el imaginario social y desnaturalizar las prácticas y discursos que han ubicado a los sujetos que padecen dichos problemas por fuera de la perspectiva de derechos.
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